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Radicación Nro. :

66001-31-05-004-2009-01335-00
Proceso:


ACCIÓN DE TUTELA 

Providencia: 


SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema:
Cuando un empleado es retirado del servicio activo de la Policía Nacional, y estaba en tratamiento médico por enfermedad adquirida durante el servicio prestado, al ser desvinculado debe prestársele asistencia médica.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, siete de octubre de dos mil nueve
Acta número 0118 del 7 de octubre de 2009
La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira se reunió para proferir sentencia de segunda instancia en la acción de tutela iniciada por Humberto Triviño Castro contra la Policía Nacional, Departamento de Policía de Risaralda, proveniente del Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira. 
El proyecto presentado por el ponente, fue discutido y aprobado por los restantes Magistrados de la Sala.
Presenta el actor, los siguientes
HECHOS

1. Indica el tutelante que trabajó en la Policía Nacional durante 13 años, 4 meses y 16 días.
2. Expresa que durante el tiempo que laboró en dicha institución, adquirió las enfermedades trastorno afectivo bipolar tipo II, estrés postraumático y alopecia areata, recibiendo tratamiento mientras estaba en la Policía Nacional.

3. Dice que el 24 de junio de 2009, por medio de la Resolución 01864 de la Policía Nacional fue retirado del servicio activo, con motivo de que su capacidad laboral disminuyó 10,50%.

4. Manifestó que al ser retirado de la Institución, perdió el servicio de salud y no tiene dinero para sufragar tales gastos.

5. Finalmente explica que ha pedido a la accionada, que no le quiten los servicios médicos, y ella se ha negado.
DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violados los derechos fundamentales a la vida, salud y seguridad social, en conexión con la vida digna.
PETICIONES

Pretende que se le autorice la extensión de los servicios médicos de sanidad, con el fin de continuar con los tratamientos que le han sido ordenados por los médicos de la Policía Nacional.

Igualmente solicita se le ampare su salud en forma integral.
PRECEDENTES
La Acción de tutela, fls. 1-6, le correspondió al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el cual por auto de fecha agosto 25 de 2009, admitió la acción de tutela, dándole dos días a la accionada para contestarla, fl. 25.

La Policía Nacional, Departamento de Policía de Risaralda, responde la acción de tutela a los folios 28 y 29, diciendo que el retiro del actor fue una medida legal, amparada en el Decreto 1791 de 2000, artículo 55, que señala como causales de retiro la disminución de la capacidad psicofísica.

En cuanto a los beneficiarios del sistema de salud, señaló que el Decreto 1791 de 2000, solo contempla dos clases, los afiliados que cotizan y quienes gozan de pensión, características que no cumple el actor.

Concluyendo que ningún derecho fundamental han violado pues solo se limitaron a cumplir la ley.

La Juez a quo profiere sentencia a los folios 33 al 40, tutelando los derechos fundamentales del actor y ordenando vincularlo a la EPS de la Policía Nacional como afiliado, para que le suministre el tratamiento integral que necesita.

Inconforme con tal decisión, la accionada impugna la acción de tutela, fls. 13 y 14, expresando que actúo conforme a la ley, “en virtud del principio de legalidad, entendido como garantía elemental de los administrados y según el cual la administración y sus instituciones no pueden actuar sino en conformidad con el derecho del que la ley escrita se compone”, folio 14.
CONSIDERACIONES

Expresa el actor en esta acción de tutela, que trabajó en la Policía Nacional, Departamento de Policía Risaralda, adquiriendo durante su permanencia en la institución algunas enfermedades, siendo retirado del servicio mediante Resolución N° 01864 del 24 de junio de 2009, por disminución en la capacidad laboral del 10,50%.

Indica que al ser separado del cargo ya no le brindan asistencia médica, con  lo cual le violan sus derechos fundamentales.

Los hechos anteriores están debidamente demostrados con los siguientes documentos:

a- Resolución N° 01864 del 24 de junio de 2009, obrante al folio 7, del Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, por medio de la cual se retira del servicio activo al tutelante, por haber disminuido su capacidad laboral en 10,50% de conformidad con los artículos 54, inciso 1 y 55, numeral 3 del Decreto 1795 de 2000.

b- Prueba de las enfermedades adquiridas durante el servicio activo con ocasión del trabajo, fls. 8 al 14.

c- Petición hecha por el actor, para que le sigan prestando el servicio médico después de su desvinculación, fls. 19 y 20.

d- Respuesta negativa de la accionada, fl. 21.

La Policía Nacional contesta la demanda e impugna la acción de tutela, alegando que se ha limitado exclusivamente a cumplir lo que señala la ley.

Pues el retiro se ejecutó con base al Decreto 1791 de 2000 artículo 55, que señala como causales del retiro la disminución de la capacidad psicofísica.

Así mismo argumenta que según el Decreto 1791 del 2000 artículo 23 dispone que solo son beneficiarios del sistema de salud los policías en servicio activo y los que gozan de pensión.

Situación que es completamente ajena al actor, pues ni aporta ni está pensionado.

Analizando esta acción de tutela, tenemos que efectivamente la accionada aplicó la ley para desvincular al actor y negarle los servicios.

No obstante, hay que tener en cuenta que los derechos fundamentales a la salud, vida digna y seguridad social, prevalecen sobra la ley.

Es además indudable, por las pruebas aportadas, que el actor durante su permanencia en la institución adquirió las enfermedades de trastorno afectivo bipolar tipo II, estrés postraumático y alopecia areata, las cuales fueron tratadas mientras estuvo en la institución.

Constituyendo una clara violación a sus derechos fundamentales que se le niegue la asistencia médica, para las enfermedades que adquirió con ocasión del trabajo, luego de que fue retirado de la institución, por algo ajeno a la voluntad del actor, como es la disminución de la capacidad laboral, causada por las enfermedades ya estudiadas.

Como bien lo dice la Juez a quo, el estado social de derecho, a partir de la Constitución del año 1991, implica que la obligación de prestar asistencia médica no recae únicamente en las Entidades del Sistema de Seguridad Social, sino en general en el Estado, a través de instituciones como la Policía Nacional.

De otra parte, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, en sentencia del 14 de julio de 2009, radicación 27893, M.P. Eduardo López Villegas, indicó:

“El artículo 8° del Decreto 1530 de 1996 establece criterios de identificación de la administradora de riesgos profesionales que ha de asumir la responsabilidad de cubrir las prestaciones que ofrece el sistema para cuando acaece la contingencia de la enfermedad profesional o el accidente de trabajo.

La regla básica de la responsabilidad es aquella según la cual la administradora responde por sus afiliados, esto es, el criterio determinante de la responsabilidad es aquél según el cual la afiliación esté vigente para el momento de la ocurrencia de la contingencia.

Pero, como el momento de ocurrencia de la enfermedad es imprecisa y extensa, se prolonga en el tiempo, pues sus síntomas y secuelas así como las del accidente de trabajo tardan en aparecer, incluso usualmente luego del periodo de vigencia de la afiliación, se hacen indispensables las previsiones adicionales contenidas en el artículo 8° bajo examen.

Una de ellas es que la responsabilidad radicada en cabeza de la administradora va más allá de la vigencia de la afiliación en los eventos determinados por la norma: traslado de administradora de riesgos, o por finalización del contrato de trabajo, o por mora o no pago de cotizaciones.”

De acuerdo a lo dicho, es del caso confirmar la sentencia de primera instancia en todas sus partes.   
En virtud de todo lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia en todas sus partes.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.

TERCERO: Envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
CUARTO: Envíese copia de esta sentencia a la Juez a quo.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Con permiso
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
5
7

